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SENTENCIA 27.2.25: DESESTIMO el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por la Procuradora de los Tribunales Dª Susana Pérez de
Olaguer Sala, en nombre y representación de Dª   
actuando en representación de su hija menor de edad   
frente a la desestimación presunta por silencio administrativo de la
reclamación de responsabilidad patrimonial formulada contra el
AJUNTAMENT DE MATARÓ en fecha 30 de julio de 2022, y que debe
entenderse ampliado frente al posterior Decret dictado por el Regidor
delegat de Bon Govern, Bona Gestió i Estratègia de futur del Ajuntament de
Mataró en fecha 26 de junio de 2023, por el que se desestima de forma
expresa la reclamación de responsabilidad patrimonial formulada por la
recurrente.
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Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 02 de Barcelona 
Avenida Gran Via de les Corts Catalanes, 111, edifici I - Barcelona   - C.P.: 08075 

 TEL.: 935548451
FAX: 93 5549781
EMAIL:contencios2.barcelona@xij.gencat.cat

N.I.G.: 0801945320238001961 

Procedimiento abreviado 99/2023 -A
Materia: Responsabilidad patrimonial (Proc. Abreviado)

Entidad bancaria BANCO SANTANDER:
Para ingresos en caja. Concepto: 0898000000009923
Pagos por transferencia bancaria: IBAN      
Beneficiario:         
Concepto: 0898000000009923

Parte recurrente/Solicitante/Ejecutante:   

Procurador/a: Susana Perez De Olaguer Sala
Abogado/a: Eva Candelich Sánchez

Parte demandada/Ejecutado: Ajuntament de Mataró
Procurador/a: Carlos Montero Reiter
Abogado/a: Jordi Fontdecaba Mayol

SENTENCIA   Nº 33/2025  

En Barcelona, a veintisiete de febrero de dos mil veinticinco.

Vistos por mí D. GERARD RIBERA TOMAS, Magistrado-Juez titular del Juzgado
Contencioso-Administrativo  número  2  de  Barcelona,  los  presentes  autos  de
Procedimiento Abreviado nº 99/2023, derivados del recurso contencioso-administrativo
interpuesto por Dª    actuando en representación de su hija
menor de edad    representada por la Procuradora de los Tribunales
Dª Susana Pérez de Olaguer Sala y asistida por la Letrada Dª Eva Candelich Sánchez,
contra el AJUNTAMENT DE MATARÓ, representado por el Procurador de los Tribunales
D. Carlos Montero Reiter y asistido por el Letrado D. Jordi Fontdecaba Mayol, dicto la
presente Sentencia.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- En fecha 24 de febrero de 2023 la Procuradora de los Tribunales Dª
Susana Pérez de Olaguer Sala, en nombre y representación de Dª  

 quien interviene en representación de su hija  menor de edad  
 presentó recurso contencioso-administrativo frente a la desestimación presunta

por silencio administrativo de la reclamación de responsabilidad patrimonial formulada
en fecha 30 de julio de 2022 ante el Ajuntament de Mataró, solicitando que se dicte
sentencia reconociendo el derecho de la recurrente a ser indemnizada por el Ajuntament
de Mataró en la cantidad de 13.026,32 euros, más los intereses legales.

SEGUNDO.- Mediante Decreto de fecha 30 de marzo de 2023 se acordó admitir
a  trámite  el  recurso  y  la  demanda  presentados,  requiriendo  a  la  Administración
demandada la remisión del expediente administrativo y convocando a las partes a la
celebración de una vista.
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TERCERO.- En la fecha señalada se celebró la vista, con el resultado que obra
en la grabación unida a las actuaciones.

CUARTO.- La cuantía del presente procedimiento es de 13.026,32 euros.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El  presente recurso contencioso-administrativo tiene por objeto la
desestimación presunta por silencio administrativo de la reclamación de responsabilidad
patrimonial formulada por Dª    en representación de su hija
menor de edad    ante el Ajuntament de Mataró en fecha 30 de julio
de 2022. Dicho recurso debe considerarse ampliado al posterior Decret dictado por el
Regidor delegat de Bon Govern, Bona Gestió i Estratègia de futur del Ajuntament de
Mataró en fecha 26 de junio de 2023, por el  que se desestima de forma expresa la
reclamación de responsabilidad patrimonial formulada por la recurrente.

La parte actora reclama una indemnización en la cantidad de  
por las lesiones sufridas por la menor    en fecha     
en la Plaça de l’Ajuntament de Marató cuando se encontraba presenciando los actos de
un correfoc intantil denominado “Correguspira” y los restos de un cohete impactaron en
la  cara  de  la  menor,  provocándole  quemaduras  de  segundo  grado.  Alega  como
fundamento de su pretensión que el siniestro es imputable al  Ayuntamiento al ser el
responsable de autorizar la celebración del correfoc y el encendido de cohetes, y quien
debe adoptar las medidas adecuadas para evitar que se ponga en riesgo la seguridad
de los participantes; y que no existe ningún género de responsabilidad ni de la menor ni
de sus progenitores, dado que se trataba de una actividad infantil dirigida a menores, y
que los hechos no se produjeron en el recorrido del correfoc sino en el encendido final
de cohetes, estando la menor con sus progenitores fuera del recinto donde se realizaba
el encendido y a una distancia prudencial.  La cantidad total reclamada de 13.026,32
euros se desglosa en 1.311,92 euros por 23 días de incapacidad temporal que causan
un perjuicio personal particular en grado moderado, y 11.714,40 euros por una secuela
estética valorada en 10 puntos.

La Administración Pública demandada se opone a la demanda alegando que no
se ha acreditado el lugar y la forma en la que se causaron las quemaduras a la menor,
que no existe responsabilidad del Ayuntamiento porque éste adoptó todas las medidas
necesarias,  que la intervención de la propia víctima rompe el nexo causal dado que
participaba activamente en el  correfoc y no iba debidamente protegida,  y que existe
pluspetición exclusivamente en relación con la concurrencia de culpas.

SEGUNDO.- A partir  del  principio de responsabilidad de los poderes públicos
reconocido en el artículo 9.3 de la Constitución Española, como elemento expresivo de
los valores superiores del  ordenamiento jurídico propugnados por el  Estado social  y
democrático de Derecho que proclama el artículo 1.1 del texto fundamental, el particular
sistema de responsabilidad patrimonial  referido a las Administraciones Públicas tiene
hoy  su  fundamento  constitucional  expreso  en  el  artículo  106.2,  que  reza:  “Los
particulares,  en  los  términos  establecidos  por  la  ley,  tendrán  derecho  a  ser
indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo
en  los  casos  de  fuerza  mayor,  siempre  que  la  lesión  sea  consecuencia  del
funcionamiento de los servicios públicos”.
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 Sobre esa base constitucional, y en el ejercicio de las competencias normativas
plenas  reservadas  al  Estado  por  el   artículo  149.1.18º  de  la  Constitución  Española
respecto  del  sistema  de  responsabilidad  de  todas  las  Administraciones  Públicas  -
atendido el carácter unitario, además de objetivo y directo, que actualmente define la
configuración legal de dicho sistema de responsabilidad extracontractual administrativa-,
la  ordenación  legal  de  la  institución  de  la  responsabilidad  administrativa  patrimonial
viene  hoy  dispuesta  por  los   artículos  32  y  siguientes  de la  Ley  40/2015,  de 1  de
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Y por lo que se refiere a las entidades
que integran la Administración Local, el  artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril , de
Bases  de  Régimen  Local,  dispone  que  “Las  Entidades  locales  responderán
directamente de los daños y perjuicios  causados a los particulares  en sus bienes y
derechos  como  consecuencia  del  funcionamiento  de  los  servicios  públicos  o  de  la
actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes en los términos establecidos en la
legislación general sobre responsabilidad administrativa”.

 De acuerdo con el sistema normativo expuesto, y conforme viene estableciendo
una  reiterada  y  constante  doctrina  jurisprudencial  en  este  orden  jurisdiccional
contencioso  administrativo,  desde  la  positivización  en  nuestro  ordenamiento  jurídico
administrativo del sistema de responsabilidad administrativa extracontractual a través de
los  artículos  121 y siguientes  de la  Ley  de Expropiación Forzosa de 1954 y de los
artículos  40  y  concordantes  de  la  posterior  Ley  de  Régimen  Jurídico  de  las
Administración del Estado de 1957, son tres los requisitos o presupuestos que deben
necesariamente concurrir simultáneamente en el caso para el nacimiento efectivo del
derecho a la indemnización resarcitoria por razón de responsabilidad patrimonial de la
Administración Pública:

 1.- La existencia y realidad de un daño, el cual para transformarse de un simple
daño o perjuicio  en una auténtica  lesión  indemnizable  requiere,  a su vez,  de:  A)  la
concurrencia  simultánea  de  tres  circunstancias  o  requisitos  fácticos:  a)  certeza  o
efectividad; b) individualización con relación a una persona o grupo de personas; y c)
evaluabilidad económica;  B) la  antijuridicidad del  daño,  esto es,  que el  particular  no
tenga el deber jurídico de soportarlo.

 2.- La lesión antijurídica ha de ser imputable al funcionamiento normal o anormal
de los servicios públicos, entendidos éstos en la acepción amplia que abarca a la entera
situación  administrativa  y  bajo  cualquiera  de  las  poliédricas  formas  de  la  actividad
administrativa previstas por nuestro ordenamiento jurídico, lo que incluye desde el punto
de vista de su formalización tanto la  eventual  responsabilidad por hechos como por
actos, lícitos o ilícitos, así como por acción o inactividad administrativa.

 3.-  La  relación  de causalidad  entre  los  dos elementos  anteriores  (lesión  en
sentido  técnico  y  título  de  imputación),  esto  es,  el  necesario  nexo  causal  entre  el
funcionamiento del servicio público y el daño o lesión producidos que presente a éste
como consecuencia de aquél, sin que aparezca roto por las causas de exoneración de
la responsabilidad administrativa conocidas como la falta o culpa de la propia víctima o
sujeto dañado, los hechos o conducta de terceras personas o la fuerza mayor.

En relación con el nexo causal, que es el elemento que con carácter principal
suele centrar el debate procesal en las reclamaciones de responsabilidad patrimonial,
conviene señalar que frente a la exigencia tradicional y más restrictiva de una antigua
jurisprudencial identificada con la teoría de la causalidad exclusiva (entre otras muchas,
las Sentencias del Tribunal Supremo de 20 de enero, 24 de marzo y 20 de junio de
1984, 30 de diciembre de 1985, 20 de enero y 2 de abril de 1986, 20 de junio de 1994, 2
de abril y 23 de julio de 1996 y 1 de abril de 1997), que exige la prueba plena de una
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intervención directa,  inmediata y exclusiva de la Administración en la producción del
daño  y  que  comporta  la  desestimación  sistemática  de  todas  las  pretensiones  de
indemnización cuando interfiere en la relación causal, de alguna manera, la culpa de la
víctima o de un tercero, se ha venido consolidando en los supuestos de concurso de
causas otra línea jurisprudencial más identificada con la compensación de culpas que
enfrentada a la selección del conjunto de circunstancias causantes del daño ya no exige
la exclusividad (Sentencias del Tribunal de 12 de febrero, 30 de marzo y 12 de mayo de
1982 y 11 de octubre de 1984, entre muchas otras), particularmente en los supuestos de
funcionamiento anormal del servicio público, y, por tanto, no excluye la responsabilidad
patrimonial de la Administración cuando interviene en la producción del daño, además
de ella misma, la propia víctima (Sentencias del Tribunal Supremo de 31 de enero, 7 de
julio y 11 de octubre de 1984, 18 de diciembre de 1985, 28 de enero de 1986, 23 de
noviembre de 1993, 18 de noviembre de 1994 y 4 de octubre de 1995) o un tercero
(Sentencias del Tribunal Supremo de 5 de noviembre de 1974, 23 de marzo de 1979 y
25 de enero de 1992), salvo que la conducta de uno o de otro sean tan intensas que el
daño no se hubiera producido sin ellas (Sentencias del Tribunal Supremo de 4 de julio
de 1980, 16 de mayo de 1984 y 5 de diciembre de 1997). En estos supuestos procede
hacer  un  reparto  proporcional  equitativo  del  importe  de  la  indemnización  entre  los
distintos  agentes  que  participaron  de  forma concurrente  en  la  producción  del  daño
(Sentencias de Tribunal Supremo de 17 de marzo y 12 de mayo de 1982, 31 de enero y
11 de octubre de 1984, entre otras). A su vez, y siempre para los supuestos de concurso
causal, lo que constituye el supuesto normal que presenta habitualmente la realidad de
las cosas en relación con los daños sufridos por un ciudadano en sus relaciones con la
Administración y que se manifiestan habitualmente como efecto de una pluralidad de
causas,  encadenadas  o  no  entre  sí,  la  jurisprudencia  y  la  doctrina  han  venido
imponiendo soluciones de justicia del caso concreto más inspiradas en la intuición y la
equidad, que además conviven entre sí, identificables con la denominada teoría de la
equivalencia de condiciones, que ante la pluralidad de causas y ante la constatación de
que la ausencia de cualquiera de ellas hubiera evitado el daño otorga prioridad a la
reparación  del  daño  sobre  cualquier  otra  consideración,  sin  discriminar  la  dispar
relevancia  de las diferentes causas concurrentes en el  proceso y estableciendo una
suerte de solidaridad tácita entre todos los causantes del daño (entre muchas otras,
Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de junio de 1983 y de 23 de mayo de 1984), o
con la teoría de la causalidad adecuada o causalidad eficiente, que lleva a seleccionar
entre el conjunto o cadena de circunstancias causantes del daño aquella que por sí sola
sea  idónea  y  decisiva  en  el  caso  concreto,  cargando  la  obligación  de  soportar  las
consecuencias  del  daño  a  uno  sólo  de  los  causantes  del  mismo  (entre  otras,  las
Sentencias del Tribunal Supremo de 30 de diciembre de 1982, 28 de octubre o 28 de
noviembre de 1998).

En  el  ámbito  probatorio,  de  conformidad  con  las  reglas  del  onus  probandi,
corresponde a la parte reclamante acreditar la existencia y realidad del daño (efectivo,
evaluable económicamente e individualizado), así como la relación de causalidad entre
el funcionamiento del servicio público y la lesión producida, recayendo en su caso sobre
la administración la obligación de acreditar las circunstancias que pueden determinar la
ruptura de dicho nexo causal entre el daño y el servicio público; sin perjuicio de que la
regla pueda intensificarse o alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la
buena fe en su vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos
de hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de difícil
acreditación para la otra (Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de enero, 5 de febrero
y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, entre otras).

En  cualquier  caso,  hay  que  tener  en  cuenta  que  el  sistema  vigente  de
responsabilidad  patrimonial  de  las  Administraciones  Públicas,  caracterizado  por  ser
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objetivo  y  directo,  no comporta  que la  Administración  deba responder  por  el  simple
hecho de la titularidad del servicio, sino que será necesario que se haya rebasado el
estándar de seguridad exigible en el funcionamiento del servicio público.

Este es el criterio que se viene siguiendo por el Tribunal Supremo (STS de 5 de
junio de 1997, 10 de octubre de 2007, o de 3 de junio de 2011), y por los distintos
Tribunales Superiores de Justicia (STSJ de Murcia de 1 de marzo de 2002, STSJ de
Andalucía -Granada- de 31 de enero de 2000, STSJ de Asturias de 13 de julio de 2004,
STSJ de Navarra de 30 de septiembre de 2004), en el sentido que debe cuestionarse si
el riesgo inherente al funcionamiento del servicio público ha rebasado o no los límites
impuestos por los "estándares de seguridad jurídica", de tal suerte que para que el daño
concreto producido por el funcionamiento del servicio a uno o varios particulares sea
antijurídico, basta con que el riesgo inherente a su utilización haya rebasado los límites
impuestos por los estándares de seguridad exigibles conforme a la conciencia social. Si
ello es así, no existirá entonces deber alguno del perjudicado de soportar el menoscabo
y,  consiguientemente,  la  obligación  de  resarcir  el  daño  o  perjuicio  causado  por  la
actividad  administrativa  será  imputable  a  la  Administración.  En  definitiva,  la  eficacia
exigible  de los  servicios  públicos  ha de ser  la  "estándar"  en función  de los  valores
aceptados  al  momento  actual,  y  de  lo  que  a  tenor  de  los  mismos  puede  resultar
racionalmente  exigible  a  la  Administración  en  el  funcionamiento  de  sus  servicios
públicos conforme a las exigencias de un Estado Social y Democrático de Derecho. La
STS de 3 de junio de 2001 afirma: "Sin embargo, no está de más añadir, en línea con lo
ya afirmado con anterioridad por esta Sala en diversas ocasiones, particularmente en
materia de accidentes de tráfico (STS de 10 de octubre de 2007, Rec. 851/2004), que si
bien "Es cierto que la principal característica de la responsabilidad patrimonial  es su
carácter directo y objetivo, en el doble sentido de que la reclamación se formula frente a
la Administración actuante sin necesidad de concretar al funcionario causante del daño,
y  de  que  la  responsabilidad,  y  por  tanto  la  obligación  de  indemnización,  nace  sin
necesidad  de  que  exista  culpa,  ni  siquiera  ilicitud  o  anormal  funcionamiento,  de  la
Administración" ello tampoco convierte, a través de esta institución, a la Administración
en una aseguradora universal de cualquier daño que sufran los particulares. Y así lo ha
reiterado la doctrina jurisprudencial, por todas Sentencia de 7 de febrero de 1998, 10 de
febrero  de  2001  y  26  de  febrero  de  2002,  al  afirmar  que:  "para  que  nazca  la
responsabilidad patrimonial de la Administración, y que ahora contempla expresamente
el artículo 141.1 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento  Administrativo  común,  redactado por  Ley  4/1999,  de 13 de enero,  al
disponer  que  "sólo  serán  indemnizables  las  lesiones  producidas  al  particular
provenientes de daños que éste no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con
la Ley...";  es necesario que el daño sea antijurídico al no existir  deber de soportarlo
pues  lo  contrario  convertiría  a  las  Administraciones  Públicas  en  aseguradoras
universales de todos los riesgos sociales, lo que no resulta acorde con el significado de
la responsabilidad extracontractual aunque sea objetiva o por el resultado, como declaró
esta Sala, entre otras, en su Sentencia de 7 de febrero de 1998 (recurso de casación
6282/93, fundamento jurídico tercero)". En esta línea, la STS de 17 de abril de 2007
señala que sobre la existencia de nexo causal con el funcionamiento del servicio, la
jurisprudencia viene modulando el carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial,
rechazando  que  la  mera  titularidad  del  servicio  determine  la  responsabilidad  de  la
Administración respecto de cualquier consecuencia lesiva relacionada con el mismo que
se pueda producir. Así señala la Sentencia de 14 de octubre de 2003 que: "Como tiene
declarado esta Sala y Sección, en Sentencias de 30 de septiembre del corriente, de 13
de septiembre de 2002 y en los reiterados pronunciamientos de este Tribunal Supremo,
que la anterior cita como la Sentencia, de 5 de junio de 1998 (Recurso 1662/94), la
prestación por la Administración de un determinado servicio público y la titularidad por
parte de aquella  de la  infraestructura  material  para su prestación no implica  que el
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vigente  sistema  de  responsabilidad  patrimonial  objetiva  de  las  Administraciones
Públicas, convierta a éstas, en aseguradoras universales de todos los riesgos, con el fin
de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que
pueda producirse con independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario,
como pretende el recurrente, se transformaría aquél en un sistema providencialista no
contemplado en nuestro Ordenamiento Jurídico. Y, en la Sentencia de 13 de noviembre
de 1997 (Recurso 4451/1993), también afirmamos que «aun cuando la responsabilidad
de la Administración ha sido calificada por la Jurisprudencia de esta Sala,  como un
supuesto  de  responsabilidad  objetiva,  no  lo  es  menos  que  ello  no  convierte  a  la
Administración,  en  un  responsable  de  todos  los  resultados  lesivos  que  puedan
producirse  por  el  simple  uso  de  instalaciones  públicas,  sino  que,  como  antes
señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia directa e inmediata del
funcionamiento normal o anormal de aquélla»”.

TERCERO.- A la vista de las consideraciones jurídicas expuestas en el anterior
Fundamento de Derecho y en atención a las concretas circunstancias fácticas del caso
de  autos  que  resultan  del  examen  de  todas  las  actuaciones  documentadas  en  el
expediente administrativo remitido por la Administración demandada, así  como de la
valoración conjunta de las pruebas practicadas en esta sede jurisdiccional, se alcanza la
conclusión  de que no ha resultado acreditada  la  concurrencia  efectiva  de todos los
requisitos normativamente exigidos para determinar el nacimiento de la responsabilidad
patrimonial reclamada.

En el escrito de demanda se describe en estos términos la forma en la que se
produjo el siniestro:

«Que en data 26 de Juliol de 2022, durant les festes de les Santes (festivitat de
Mataró), la meva representada es trobava amb la seva filla menor en un acte destinat
als nens que es diu el “correguspira”, que es tracta d’un correfoc infantil.

Aquest acte infantil  segueix un recorregut i  la meva representada junt amb la
seva filla el varen seguir fins a la Plaça de l’Ajuntament que era on finalitzava i es feia
una encesa de focs. Per l’encesa final es va posar una estructura metàl·lica a la plaça
on s’encenien els focs i posteriorment es tiraven coets.

La Sra.  junt amb la seva filla i el seu marit es varen posicionar per veure
l’encesa dels focs, des d’una distància prudencial atès que estaven fora del recinte que
es va instal·lar per l’encesa. Al finalitzar l’encesa es varen llençar uns coets, i una de les
restes  d’aquests  va  caure  i  va  impactar  directament  a  la  cara  de  la  menor  
provocant-li greus cremades en el pòmul esquerra, sota la part inferior del ull».

Sin embargo, la parte actora no ha aportado ninguna prueba ni ningún elemento,
siquiera periférico, para acreditar que efectivamente las quemaduras sufridas por su hija
fueron ocasionadas en la forma descrita en la demanda.

Así, no existe ningún testigo, a pesar de que en el lugar en el que ocurrió el
incidente  había una multitud de personas.  El  informe de urgencias  del  Hospital  Vall
d’Hebron  (folio  4  del  expediente  administrativo)  únicamente  indica  que  “no  sabe
especificar  exactamente  cómo  fue,  le  salta  una  chispa  a  la  cara”.  Y  habiéndose
requerido  expresamente  al  Ajuntament  de  Mataró  para  que  informe  si  durante  la
celebración  del  “Correguspira”  los  progenitores  de  la  menor  se  dirigieron  a  las
dependencias  del  consistorio  por  quemaduras  provocadas  durante  el  acto  y  fueron
atendidos por un funcionario municipal, la Administración ha contestado en el sentido
que no se tiene constancia de tal hecho, por lo que no puede afirmar con certeza que
dicha consulta por parte de los progenitores de la menor no se hubiera producido.
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Conviene destacar que, aun cuando pudiera tenerse por acreditada la forma de
causación  del  siniestro  con  la  simple  declaración  de  la  recurrente,  ello  no  sería
suficiente para imputar la responsabilidad del  mismo al Ajuntament de Mataró,  pues
dicha responsabilidad no puede descansar únicamente en el hecho que el Ayuntamiento
sea el organizador del evento en cuyo transcurso se produjo un daño, cuando se trata
de  un  evento  que  implica  un  riesgo  que  es  asumido  por  las  personas  que
voluntariamente participan en él.

En  este  sentido  se  pronuncia  la  Sentencia  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya de fecha 28 de febrero de
2007 (Recurso: 273/2002) que cita la parte demandada:

“En cuanto al fondo de la cuestión, la recurrente tanto en vía administrativa como
en  la  demanda  realiza  una  exposición  de  hechos  sumamente  parca  limitada  a  la
afirmación de que su hija sufrió daños durante la celebración de un correfoc organizado
por el Ayuntamiento demandado. Efectivamente, de la documental aportada se tiene por
acreditada dicha afirmación, tanto en lo referente a que la hija de la recurrente resultó
lesionada  en  el  correfoc,  lo  que  las  partes  no  ponen  en  duda,  como en  cuanto  al
extremo si debatido de que el evento se producía bajo la organización y responsabilidad
de la demandada que autorizó el evento que lo incluyó en el programa de fiestas, y
dispuso una serie de medidas en orden a su seguridad. Sin embargo la calificación del
daño sufrido por la recurrente como antijurídico, esto es, de aquellos que no tiene el
deber jurídico de soportar, no se puede realizar en base a la sola afirmación de haber
sufrido  un  daño  en  el  curso  de  una  actividad  supervisada  por  el  Ayuntamiento  en
supuestos como el presente, en los que la fiesta, por su propia dinámica, ya sea por la
utilización de petardos , vaquillas u otros animales, implican un riesgo que es asumido
por aquellos que participan voluntariamente en ellos, siendo preciso en tales supuestos
acreditar que el daño no se corresponde con el riesgo asumido, y es imputable a una
defectuosa  organización  o  supervisión  del  evento.  Así  en  el  presente  caso  ,  como
decíamos anteriormente, el relato de la recurrente no aporta aclaración alguna sobre las
circunstancias en las que se produjo el accidente, pero del hecho de que fueran dos los
petardos que le dañaron ya sugiere que era ella misma quien los manipulaba y de la
documental en el mismo sentido se desprende que "la filla del Sr  estava dins el
correfoc", esto es, que participaba del mismo y con ello asumía los riesgos que le son
propios,  lo  que  a  falta  de  cualquier  otra  circunstancia  que  pudiera  justificar  la
reclamación  y  la  imputación  de  responsabilidad  a  la  demandada  debe  llevar  a  la
desestimación del recurso conforme a lo anteriormente expuesto”.

En este caso, la parte actora se limita a indicar que la quemadura se produjo
durante el acto de encendida de los cohetes, después de que el correfoc llegara a la
Plaça de l’Ajuntament, y que tanto la menor como sus progenitores se encontraban a
una distancia prudencial dado que estaban fuera de la estructura metálica que se instaló
para la encendida de cohetes. 

Pero no consta a qué distancia, ni siquiera aproximada, se encontraba la menor
de los cohetes que fueron encendidos, ni si permaneció en algún lugar habilitado por la
organización  para  presenciar  el  acto  con  seguridad.  Como  tampoco  consta  si  los
progenitores  de  la  menor  adoptaron  las  medidas  de  autoprotección  de  las  que  los
organizadores del evento dieron difusión, y que resultaban exigibles de haber actuado
con la debida diligencia.

En cambio, lo que sí consta es que la menor estuvo participando activamente
durante  el  “Correguspira”,  pues  siguió  el  recorrido  del  correfoc  hasta  la  Plaça  del
Ajuntament, lugar en el que permaneció para presenciar la encendida de cohetes.
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Asimismo,  consta en el  informe técnico de 18 de abril  de 2023 (folio  55 del
expediente administrativo) las medidas que adoptó el Ayuntamiento para garantizar la
seguridad de los asistentes y participantes en el “Correguspira”:

«La Direcció de Cultura de l’Ajuntament de Mataró, és l’encarregada d’organitzar
anualment la Festa Major de Les Santes a la ciutat de Mataró. Enguany del 24 al 29 de
juliol de 2022.

Dins la programació de Les Santes, la tarda del 26 de juliol, es porta a terme
l'activitat  "Correguspira"  que consisteix  en un correfoc  a càrrec  de colles  de cultura
popular. La Direcció de Cultura va prendre les mesures de seguretat necessàries que
requereixen  totes  les  activitats  en  que  intervenen  elements  i  figures  de  foc  amb
utilització  d’articles  pirotècnics  previstes  al  Decret  30/2015,  de  la  Generalitat  de
Catalunya, pel qual s’aprova el catàleg d’activitats i centres obligats a adoptar mesures
d’autoprotecció  i  es fixa el  contingut  d’aquestes mesures,  el  Decret  112/2010,  de la
Generalitat  de Catalunya, Reglament d’espectacles públics i  activitats recreatives i el
Reial decret 563/2010, Reglament d’articles pirotècnics i cartutxeria, les modificacions
introduïdes per RD 1335/2012 de 21 de setembre i la ITC 18.

A  aquest  efecte  la  Direcció  de  Cultura  elabora  juntament  amb  el  servei  de
Protecció Civil  de l’Ajuntament de Mataró el Pla d’autoprotecció de l’esdeveniment el
qual contempla, el tipus d’espectacle, la normativa aplicable, la descripció de l’actuació,
l’anàlisi de risc, el pla d’actuació i la implantació i manteniment del mateix.

Dins les mesures de seguretat previstes al pla d’autoprotecció es contempla:
-  Dimensionar  l’espai  de  realització  de  l’activitat  de  manera  que  els  efectes

pirotècnics no arribin a incidir a la zona del públic, si bé les variables de temps, humitat i
vent no garanteixen el risc 0 en activitats d’aquest tipus.

-  Fer  difusió  dels  consells  de  seguretat  i  les  mesures  d’autoprotecció  als
assistents i participants al programa, web i xarxes socials de la festa.

- Disposar d’un preventiu sanitari per atendre als usuaris de l’activitat. A aquest
efecte  la  Direcció  de Cultura  va contractar  a  l’empresa  Grup La  Pau,  un  dispositiu
sanitari per donar cobertura sanitària a tota l’activitat».

En este contexto, la parte actora no ha acreditado que el daño sufrido por su hija
sea imputable a una defectuosa organización o supervisión del evento por parte de los
servicios municipales, y que no se corresponda con el riesgo asumido al participar en
una actividad en la que se proyectaban artificios de pirotecnia.

Por  ello,  no  puede  generarse  responsabilidad  patrimonial  alguna  de  la
Administración Pública, toda vez que, como se ha apuntado anteriormente, la simple
producción  de  un  resultado  lesivo  en  un  espacio  público  no  resulta  por  sí  mismo
generador de responsabilidad, sin que pueda confundirse el sistema de responsabilidad
objetiva diseñado por nuestro ordenamiento jurídico para dilucidar  la responsabilidad
patrimonial extracontractual de las Administraciones Públicas con la pretensión de tener
a  tales  administraciones  por  aseguradoras  universales  de todos  los  riesgos  que  se
produzcan en sus instalaciones o soporte físico de sus competencias, transformando
aquél  en un sistema providencialista alejado del  diseño normativo propio de nuestro
ordenamiento  jurídico,  según  tiene  reiteradamente  establecido  al  respecto  una
consolidada  jurisprudencia  de  los  órganos  de  esta  jurisdicción  contencioso
administrativa  (entre  otras  muchas,  Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  13  de
noviembre de 1997, de 5 de junio de 1998 y de 27 de junio de 2003, o Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Catalunya número 655/2001, de 20 de junio).
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Por  todo  lo  expuesto,  y  considerando  por  las  razones  expuestas  que  no  se
cumplen  los  requisitos  para  que  surja  el  deber  de  indemnizar  por  parte  de  la
Administración, el recurso contencioso-administrativo debe ser desestimado.

CUARTO.- En cuanto a las costas, de conformidad con el artículo 139.1 de la Ley
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en primera o única instancia, el órgano
jurisdiccional, al dictar Sentencia o al resolver por Auto los recursos o incidentes que ante
el mismo se promovieren, impondrá las costas a la parte que haya visto rechazadas todas
sus pretensiones, salvo que aprecie, y así lo razone, que el caso presentaba serias dudas
de hecho o de derecho. 

En este caso, las dudas de hecho y derecho que podían suscitarse en el presente
procedimiento  para la  recurrente,  habida cuenta que la Administración no resolvió de
forma expresa la reclamación presentada como era su obligación hacer, justifican que las
costas no sean impuestas a la parte actora a pesar de haber visto rechazadas todas sus
pretensiones.

Vistos  los  preceptos  legales  citados,  y  los  demás  de  general  y  pertinente
aplicación,

DESESTIMO  el  recurso  contencioso-administrativo  interpuesto  por  la
Procuradora  de  los  Tribunales  Dª  Susana  Pérez  de  Olaguer  Sala,  en  nombre  y
representación de Dª    actuando en representación de su
hija menor de edad    frente a la desestimación presunta por silencio
administrativo de  la  reclamación  de  responsabilidad  patrimonial  formulada  contra  el
AJUNTAMENT DE MATARÓ en fecha 30 de julio  de 2022,  y  que debe entenderse
ampliado frente al posterior Decret dictado por el Regidor delegat de Bon Govern, Bona
Gestió i Estratègia de futur del Ajuntament de Mataró en fecha 26 de junio de 2023, por
el que se desestima de forma expresa la reclamación de responsabilidad patrimonial
formulada por la recurrente; y en consecuencia:

1.-  Se  confirma  la  actuación  administrativa  impugnada  por  ser  ajustada  a
Derecho.

2.- No se hace expresa imposición de las costas a ninguna de las partes.

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que frente la
misma no cabe interponer recurso ordinario alguno, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 81.1.a) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Así por ésta mi sentencia, la pronuncio, mando y firmo.
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